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D
R E S U M E N

urante casi dos décadas se discutió si quien impugna

una resolución administrativa federal debe agotar el

juicio contencioso administrativo antes del amparo in‐

directo, pregunta que depende de comparar la suspen‐

sión en ambos procesos. Después de que el Pleno de la Suprema

Corte excluyó en 2020 la difícil reparación de los requisitos de

la suspensión en amparo, varios tribunales colegiados y un

pleno regional eximieron de agotar el juicio de nulidad, pese a

la jurisprudencia contraria de la Segunda Sala. El artículo sos‐

tiene que la reforma a la Ley de Amparo de 16 de octubre de

2025, que convirtió el interés suspensional y la apariencia del

buen derecho en requisitos concurrentes, y la reforma a la ley

contenciosa de 9 de junio de 2026, que derogó la difícil repara‐

ción, invierten esa comparación, de modo que, salvo las excep‐

ciones constitucionales, el juicio de nulidad debe agotarse;

examina también las objeciones y los límites de esa conclusión.

3
factores de

comparación:

alcances,

requisitos y
plazos

4
requisitos

concurrentes en
el artículo 128 de
la Ley de Amparo

24 h
para proveer

sobre la
suspensión
provisional en
ambos juicios

10·06·26
rige la derogación de la difícil

reparación en la LFPCA
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A B S T R A C T

Closing an Exception. The 2025 and 2026 Amendments to the Amparo Act

and the Federal Law of Contentious Administrative Procedure, and the

Duty to Exhaust the Nullity Trial before Amparo. For almost two decades
Mexican courts debated whether a party challenging a federal

administrative decision must exhaust the nullity trial before filing an

indirect amparo, a question that turns on comparing the interim relief
available in each proceeding. After the Supreme Court held in 2020 that

hard-to-repair harm is not a requirement for suspension in amparo,

several circuit courts and a regional plenary court exempted parties from
exhausting the nullity trial, despite binding precedent from the Second

Chamber. This article argues that the October 16, 2025 amendment to the

Amparo Act, which made suspensive standing and the appearance of

good law concurrent requirements, and the June 9, 2026 amendment to
the administrative statute, which repealed the hard-to-repair harm

requirement, reverse that comparison; therefore, save for the

constitutional exceptions, the nullity trial must be exhausted. It also
examines the objections to and limits of this conclusion. Keywords:

exhaustion of remedies; suspension of the challenged act; federal

administrative nullity trial; appearance of good law; suspensive
standing.
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E l artículo 107, fracción IV, de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos con‐

diciona la procedencia del amparo contra actos

de autoridades administrativas distintas de los tribu‐

nales al agotamiento previo de los medios ordinarios

de defensa, pero sólo cuando éstos permiten suspen‐

der el acto con los mismos alcances que la ley regla‐

mentaria, sin mayores requisitos para la suspensión

definitiva y sin un plazo mayor para la provisional.

De ahí que el deber de acudir primero al Tribunal

Federal de Justicia Administrativa no dependa de una

preferencia abstracta por una u otra vía, sino de la

comparación de dos regímenes cautelares que el legis‐

lador modifica con frecuencia.

Esa comparación ha sido una de las más inestables

del derecho procesal mexicano, pues en 2007 la

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación eximió de agotar el juicio de nulidad porque la

redacción original del artículo 28 de la Ley Federal de

Procedimiento Contencioso Administrativo imponía

cargas que la Ley de Amparo no conocía, y en 2013 y

2016 sostuvo lo contrario respecto del precepto ya re‐

formado.

Más tarde, a partir de que el Pleno resolvió en 2020

que los daños de difícil reparación no son requisito de

la suspensión en amparo cuando se aduce interés jurí‐

dico, varios tribunales colegiados y un pleno regional

concluyeron que la ley contenciosa, que sí los exigía,

pedía más que la de amparo.

El debate no se cerró por la vía ordinaria de la con‐

tradicción de criterios, porque la Segunda Sala reiteró

en 2024 y en 2025 que su jurisprudencia de 2016

seguía rigiendo, y el Pleno de la Corte declaró impro‐

cedente en octubre de 2025 la contradicción entre el

pleno regional y un colegiado que se había limitado a

aplicarla, con el argumento de que el sistema de jerar‐

quía impide que un pleno regional contravenga a la

Suprema Corte.

Con todo, la tesis contraria conservaba un apoyo

textual concreto, el inciso b) de la fracción I del artí‐

culo 28 de la ley contenciosa, que la mantenía viva en

la práctica de los tribunales.

En menos de ocho meses ese apoyo desapareció y la

comparación cambió de signo, ya que el decreto publi‐

cado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de

octubre de 2025 reformó el artículo 128 de la Ley de

Amparo para exigir, como requisitos concurrentes de

la suspensión, la acreditación al menos indiciaria del

interés suspensional y la apariencia del buen derecho,

y añadió cuatro supuestos de afectación al interés

social en el artículo 129.

Por su parte, el decreto publicado el 9 de junio de

2026 derogó el inciso b) de la fracción I del artículo

28 de la ley contenciosa, de modo que la suspensión

en el juicio de nulidad dejó de depender de la difícil

reparación del daño.

Este trabajo sostiene que, tras ambas reformas, la

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis‐

trativo no exige mayores requisitos que la Ley de

Amparo para conceder la suspensión definitiva, con‐

serva alcances esencialmente equivalentes y prevé un

plazo igual para la provisional.

III
Introducción
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En consecuencia, el amparo indirecto contra resolu‐

ciones impugnables ante el Tribunal Federal de Justi‐

cia Administrativa es improcedente si antes no se

agota el juicio contencioso administrativo federal,

salvo que se actualice alguna de las excepciones que la

Constitución y la ley conservan.

Sostiene, además, que esa conclusión no depende

de resolver si la jurisprudencia de 2016 conserva

fuerza obligatoria frente a textos que ya no son los

que interpretó, porque se obtiene directamente de los

preceptos vigentes con el método de comparación que

la propia Segunda Sala fijó en 2015, cuyo objeto, el ar‐

tículo 107, fracción IV, constitucional, no ha cam‐

biado.

Para demostrarlo, el apartado II precisa la estruc‐

tura de la regla constitucional y legal, el III recons‐

truye la línea jurisprudencial de 2007 a 2026, y el IV

y el V examinan las reformas a la Ley de Amparo y a

la ley contenciosa.

Enseguida, el VI realiza la comparación con los

textos vigentes, el VII atiende las objeciones y los

límites de la conclusión, y el VIII presenta las conclu‐

siones; los textos legales se citan en su versión

vigente al 14 de septiembre de 2026 y la jurispruden‐

cia, con su registro digital. 1

1. LA REGLA CONSTITUCIONAL Y SU REPRODUCCIÓN LEGAL

a fracción IV del artículo 107 constitucional, en

el texto que le dio la reforma de 6 de junio de

2011, establece la carga de agotar los medios

ordinarios de defensa contra actos de autoridades ad‐

ministrativas que no son tribunales y la condiciona en

los siguientes términos:

Será necesario agotar estos medios de defensa siempre

que conforme a las mismas leyes se suspendan los

efectos de dichos actos de oficio o mediante la interpo‐

sición del juicio, recurso o medio de defensa legal que

haga valer el agraviado, con los mismos alcances que

los que prevé la ley reglamentaria y sin exigir mayores

requisitos que los que la misma consigna para conce‐

der la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que

establece para el otorgamiento de la suspensión provi‐

sional, independientemente de que el acto en sí mismo

considerado sea o no susceptible de ser suspendido de

acuerdo con dicha ley. 2

El artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo re‐

produce esa fórmula como causa de improcedencia, la

extiende a los actos que deban revisarse de oficio y,

en su párrafo primero, reformado el 13 de marzo de

2025, conserva los tres términos de la comparación

IIIIII
La definitividad frente a los actos de autoridades
administrativas
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constitucional, que son los alcances de la suspensión,

los requisitos para la definitiva y el plazo para la pro‐

visional. 3

El segundo párrafo de esa fracción enumera las ex‐

cepciones al disponer que “No existe obligación de

agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto

reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se

aleguen violaciones directas a la Constitución o

cuando el recurso o medio de defensa se encuentre

previsto en un reglamento sin que la ley aplicable

contemple su existencia”. 4

El tercero precisa, a su vez, que la excepción por

falta de fundamentación no se pierde porque la auto‐

ridad responsable exponga en su informe justificado

los fundamentos y motivos del acto. 5

2. TRES FACTORES QUE NO SE CONFUNDEN

La Segunda Sala precisó en 2015 que los alcances, los

requisitos y los plazos son tres aspectos diferenciados,

y explicó que “mientras que los requisitos para

otorgar dicha medida cautelar constituyen una carga

procesal que debe satisfacer el demandante, los otros

dos factores, es decir, los alcances y los plazos, no

tienen tal característica, toda vez que se trata de con‐

diciones que deben observar las autoridades encarga‐

das de concederla o negarla”. 6

La distinción tiene una consecuencia metodológica,

porque la comparación de requisitos no mide la inten‐

sidad del examen que realiza el juzgador, sino las

cargas que cada ley impone a quien pide la medida;

por ello, cuando un precepto ordena al órgano juris‐

diccional ponderar describe una condición de su análi‐

sis, y cuando exige a la persona promovente acreditar

un extremo le impone un requisito en sentido estricto.

Carranco Zúñiga advierte que, de las condiciones

que la fracción XX impone para que el medio ordina‐

rio sea obligatorio, la de no exigir mayores requisitos

que la Ley de Amparo suele ser la de comprobación

más compleja cuando no existe un criterio definido de

los tribunales federales, porque en ella confluyen la

procedencia del amparo, la del medio de defensa y la

confrontación con la suspensión constitucional. 7

El mismo autor toma como parámetro de esa con‐

frontación el artículo 128 de la Ley de Amparo, dato

que cobra especial relevancia ahora que ese precepto

ha sido reformado. 8

En un terreno vecino, Badillo García recuerda que

la Suprema Corte ha reiterado que la irreparabilidad

del acto reclamado y la definitividad son presupuestos

distintos y autónomos, pues la primera atiende a la

naturaleza del acto y la segunda a la existencia, ido‐

neidad y eficacia de los recursos ordinarios. 9

En la fracción XX esa eficacia se mide precisamente

por el régimen cautelar del medio ordinario, y por eso

la difícil reparación del daño no interesa aquí como

cualidad del acto, sino como requisito que una de las

dos leyes exigía para suspenderlo.

“…la comparación de requisitos no mide la intensidad del examen
que realiza el juzgador, sino las cargas que cada ley impone a

quien pide la medida…
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I N F O G R A F Í A

Diecinueve años de un mismo debate

 Exime de agotar el juicio de nulidad  Exige agotarlo  Criterio de método o de suspensión  Criterios en choque  Reforma o cierre

1. 2007: EL ARTÍCULO 28 ORIGINAL PEDÍA MÁS

a primera respuesta de la Segunda Sala eximió

de agotar el juicio de nulidad, porque del

examen comparativo del artículo 28 original de

la ley contenciosa con los artículos 124, 125 y 135 de

la Ley de Amparo de 1936 advirtió que el primero es‐

tablecía mayores requisitos para conceder la suspen‐

sión, que enumeró en seis puntos.

Entre ellos destacó que el precepto “circunscribe la

posibilidad de solicitar la medida cautelar a los su‐

puestos en que la autoridad ejecutora niegue la sus‐

pensión, rechace la garantía ofrecida o reinicie la eje‐

cución”, que exigía garantizar mediante billete de de‐

pósito o póliza de fianza y que “condiciona el otorga‐

miento de la suspensión a que, sin entrar al fondo del

asunto, se advierta claramente la ilegalidad mani‐

fiesta del acto impugnado”. 10

Ese punto de partida importa porque muestra que

la excepción nunca fue una regla sobre la naturaleza

del juicio contencioso, sino el resultado de un texto

concreto, y que desapareció cuando ese texto cambió.

IIIIIIIII
La línea jurisprudencial de 2007 a 2026

2007
2a./J. 56/2007

No hay que agotar: el

artículo 28 original
pedía más requisitos

2013
2a./J. 130/2013

Hay que agotar: tras la

reforma de 2010 los
requisitos no son
mayores

2015
2a./J. 19/2015

Alcances, requisitos y

plazos se comparan por
separado

2016
2a./J. 27/2016

Hay que agotar:

alcances y requisitos
esencialmente iguales

2020
P./J. 19/2020

La difícil reparación no
es requisito de la

suspensión con interés
jurídico

2023
IX.1o.C.A. J/1 A · I.7o.A. J/1 A
No hay que agotar: la

ley contenciosa sí exige
difícil reparación

2024
PR.A.C.CN. J/37 A · SEFA
1501/2024

El pleno regional exime;

la Segunda Sala reitera
que rige la tesis de 2016

2025
Reforma a la Ley de Amparo ·

CC 160/2025

Interés suspensional y
apariencia del buen
derecho, requisitos

concurrentes; la Corte
declara improcedente la
contradicción

2026
P./J. 53/2026 · Reforma a la
LFPCA
Jerarquía
jurisprudencial; se

deroga la difícil
reparación
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2. 2013 A 2016: LA EQUIVALENCIA TRAS LA REFORMA DE 2010

Reformado el artículo 28 el 10 de diciembre de 2010,

la Segunda Sala resolvió en 2013 que ya no establecía

mayores requisitos que la Ley de Amparo abrogada,

pues condicionaba la suspensión a que no se afectara

el interés social ni se contravinieran disposiciones de

orden público y a la difícil reparación de los daños,

con reglas de garantía que no excedían las de aquella

ley.

De ahí concluyó que “el juicio de amparo indirecto

promovido contra actos de autoridades administrati‐

vas es improcedente si previamente no se agota el

juicio contencioso administrativo ante el Tribunal

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa”. 11

Con la Ley de Amparo de 2013 en vigor, un cole‐

giado sostuvo que el plazo de la ley contenciosa para

proveer sobre la suspensión provisional, entonces

fijado al día hábil siguiente a la solicitud, era mayor

que las veinticuatro horas del amparo.

La Segunda Sala desestimó ese argumento al consi‐

derar ambos plazos prácticamente equivalentes, pues

“el propósito del mandato constitucional es que se

actúe con una celeridad semejante a la que exige la

Ley de Amparo, mas no que el texto de ésta se repita

en todos los demás ordenamientos”.
12

En 2016 la misma Sala cerró el círculo al examinar

los alcances y los requisitos a la luz de la nueva Ley de

Amparo, y resolvió que la fijación de la situación en

que habrán de quedar las cosas y de las medidas para

preservar la materia del juicio hasta la sentencia

firme, prevista en la ley contenciosa, no es menor que

los efectos restitutorios de la suspensión en amparo.

En efecto, para la Sala “ambos alcances tienden a

preservar la materia del juicio y a restituir provisio‐

nalmente en el derecho violado al inconforme hasta

que se dicte sentencia definitiva”. 13

En cuanto a los requisitos, la tesis afirmó que en

ambos procesos “se exigen requisitos esencialmente

iguales”, pues en los dos debe preceder la solicitud, no

afectarse el interés social ni contravenirse el orden

público, “así como acreditarse el acto de autoridad

que cause perjuicios de difícil reparación”. 14

Añadió que ambas leyes coinciden en la garantía

frente a terceros, en las causas por las que la medida

queda sin efectos, en su trámite por cuerda separada y

en la posibilidad de pedirla mientras no se dicte sen‐

tencia ejecutoria. 15

Conviene subrayar el apoyo de esa conclusión,

porque la igualdad de requisitos descansaba en parte

en la premisa de que la Ley de Amparo también exigía

la difícil reparación, y ésa fue precisamente la

premisa que el Pleno de la Corte desautorizó cuatro

años después.

3. 2020: LA DIFÍCIL REPARACIÓN DEJA DE SER REQUISITO EN
AMPARO

Al resolver la contradicción de tesis 146/2019, entre la

Primera y la Segunda Salas, el Pleno sostuvo por

mayoría de nueve votos que la acreditación de daños o

perjuicios de difícil reparación no es requisito para

otorgar la suspensión cuando el quejoso alega interés

jurídico. 16

Conforme al artículo 107, fracción X, constitucional,

razonó, el principal presupuesto ya no es esa dificul‐

tad de reparación, “sino el análisis ponderado de ele‐

mentos como la apariencia del buen derecho, la no

afectación al interés social y la no contravención de

disposiciones de orden público”, juicio que calificó

como “la nueva base fundamental de un sistema equi‐

librado que permite que la medida suspensional

cumpla cabalmente con su finalidad protectora”.
17

La tesis se apoyó también en que el artículo 128 de

la Ley de Amparo de 2013 no reprodujo la fracción

que el artículo 124 de la ley abrogada dedicaba a la

difícil reparación, y en que la suspensión vigente

admite un efecto de tutela anticipada, consistente en

restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del

derecho violado cuando sea jurídica y materialmente

posible.
18

“Ese punto de partida importa porque muestra que la excepción
nunca fue una regla sobre la naturaleza del juicio contencioso,

sino el resultado de un texto concreto, y que desapareció cuando
ese texto cambió.
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Sánchez Gil explica que la reforma constitucional

de 2011 dio fundamento textual a una ponderación

que la jurisprudencia ya había admitido, a diferencia

del modelo de subsunción con el que la Ley de Amparo

de 1936 regulaba la suspensión mediante requisitos

cuya sola actualización determinaba otorgarla.
19

Para ese autor, el instrumento que fija los justos al‐

cances de la medida es el principio de proporcionali‐

dad en sentido amplio, que enfrenta la tutela judicial

efectiva del posible derecho del quejoso con el interés

público que persigue la ejecución del acto. 20

Debe advertirse, sin embargo, que la jurisprudencia

de 2020 no se pronunció sobre la definitividad ni

sobre la ley contenciosa, pues su materia fue única‐

mente si la difícil reparación es requisito de la sus‐

pensión en amparo; la conclusión de la tesis de 2016

sobre el deber de agotar el juicio de nulidad no fue

objeto de aquella contradicción, aunque sí quedó debi‐

litado uno de sus apoyos.

4. 2023 Y 2024: LA DIVERGENCIA EN LOS TRIBUNALES DE
CIRCUITO

Sobre esa grieta se construyó una línea de colegiados

que eximió de agotar el juicio de nulidad a quien

aduce interés jurídico, con el argumento de que la ley

contenciosa exigía un requisito que la Ley de Amparo

ya no impone conforme a la jurisprudencia de 2020.

En palabras del Primer Tribunal Colegiado en Mate‐

rias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, con‐

forme al inciso b) de la fracción I del artículo 28 “se

requiere que los daños o perjuicios que se causen al

solicitante con la ejecución del acto impugnado sean

de difícil reparación”.
21

El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto

Circuito añadió un argumento sobre los alcances, al

sostener que la jurisprudencia de 2016 no se sosla‐

yaba porque, conforme a la Ley de Amparo vigente,

“la suspensión no sólo es una medida cautelar con

efectos conservativos, sino que prevé la posibilidad de

que tenga efectos de tutela anticipada”, y que los prin‐

cipios pro persona y de acceso a la jurisdicción obliga‐

ban a resolver conforme a la tesis del Pleno. 22

En sentido contrario, el Vigésimo Tribunal Cole‐

giado en Materia Administrativa del Primer Circuito

sostuvo que, aunque la Ley de Amparo no menciona li‐

teralmente la difícil reparación, “dicha condición se

encuentra inmersa en la ponderación simultánea

entre la apariencia del buen derecho, el peligro en la

demora, el orden público e interés social prevista en

los artículos 128, 138 y 139 de la Ley de Amparo y en

la jurisprudencia constitucional”. 23

La Segunda Sala, por su parte, declaró inexistente

en noviembre de 2023 una contradicción en la que

uno de los contendientes, según la nota publicada en

el Semanario, “se limitó a aplicar y acatar lo estable‐

cido en la parte conducente de un criterio jurispru‐

dencial emitido por esta Segunda Sala de la Suprema

Corte”, lo que anticipaba el razonamiento que años

después haría suyo el Pleno. 24

El Pleno Regional en Materias Administrativa y

Civil de la Región Centro-Norte resolvió la contradic‐

ción entre el Séptimo y el Vigésimo colegiados admi‐

nistrativos del Primer Circuito a favor del primero, al

considerar que “la premisa en la cual se sustentaba la

tesis jurisprudencial 2a./J. 27/2016 (10a.) ha quedado

superada por el criterio del Tribunal Pleno” y que la

ley contenciosa exigía mayores requisitos. 25

Semanas después, el mismo órgano resolvió que,

cuando se aduce interés legítimo, la difícil reparación

que exigían las leyes contenciosas de Querétaro y Baja

California Sur “no es mayor a los previstos en la Ley

de Amparo, por lo que no se actualiza una excepción

al principio de definitividad”, pues el artículo 131 de

ésta pide acreditar un daño inminente e irreparable a

la pretensión del quejoso. 26

La respuesta pasó a depender, así, del tipo de

interés que invoca quien promueve el amparo, lo que

por sí mismo revela hasta qué punto la definitividad

había quedado subordinada a los detalles de redacción

de cada régimen cautelar.

5. 2024 A 2026: LA CORTE CIERRA EL PASO POR LA VÍA DE LA
JERARQUÍA

La Segunda Sala no aceptó que la jurisprudencia de

2020 hubiera desplazado a la de 2016, pues al resol‐

ver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción

1501/2024, el 2 de octubre de 2024, determinó que el

criterio vigente sobre el tema es el de la tesis 2a./J.

27/2016 (10a.).

De acuerdo con la nota que el Semanario agregó a

varias tesis de esta línea, se trata de la jurisprudencia

“la cual determina que los requisitos para conceder la

suspensión previstos en la Ley de Amparo y en la Ley

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo

son esencialmente iguales, por lo que deben acatarlo

con su carácter vinculatorio”. 27
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La misma Sala declaró improcedente el 26 de

febrero de 2025 la contradicción de criterios

275/2024, porque ya “ha emitido un criterio jurispru‐

dencial obligatorio que se encuentra vigente y re‐

suelve el tema jurídico”. 28

Antes, en 2022, al exigir que se agote la queja por

incumplimiento de las sentencias del Tribunal Federal

de Justicia Administrativa, había afirmado de paso

que ese recurso “forma parte de un juicio que prevé la

figura de la suspensión con los mismos alcances y sin

mayores plazos o requisitos que los que al respecto

prevé la Ley de Amparo”.
29

Finalmente, el 30 de octubre de 2025 el Pleno de la

Corte, con la integración que asumió el 1o. de sep‐

tiembre de 2025, declaró por unanimidad de nueve

votos improcedente la contradicción de criterios

160/2025, planteada entre el pleno regional y un cole‐

giado del Tercer Circuito que había aplicado la juris‐

prudencia de la extinta Segunda Sala.

La razón fue que, en tal supuesto, “el eventual dife‐

rendo se generaría materialmente entre el criterio del

Máximo Tribunal y el emitido por un órgano jurisdic‐

cional jerárquicamente inferior”. 30

La tesis que derivó de ese asunto añade que tal hi‐

pótesis “resulta incompatible con el sistema de jerar‐

quía jurisprudencial que impide que el criterio de un

Pleno Regional contravenga al sustentado por la

Suprema Corte de Justicia de la Nación”. 31

Esa afirmación se corresponde con el artículo 217

de la Ley de Amparo, que hace obligatoria la jurispru‐

dencia de la Corte para todas las autoridades jurisdic‐

cionales y la de los plenos regionales sólo para las de

su región, con excepción de la Corte y de los propios

plenos regionales. 32

El resultado, al momento de las reformas, era para‐

dójico, porque la Corte había reiterado la obligatorie‐

dad de la tesis de 2016 por vías procesales, una solici‐

tud de atracción y varias contradicciones declaradas

inexistentes o improcedentes, sin emitir una nueva ju‐

risprudencia de fondo que confrontara su premisa con

la de 2020.

Mientras tanto, la jurisprudencia regional que la

contradecía seguía publicada con un apoyo textual que

los operadores podían invocar, y ése es el apoyo que

eliminaron las reformas que se examinan enseguida.
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E
1. DE LA PONDERACIÓN A LOS REQUISITOS CONCURRENTES

n la redacción que transcribe Carranco Zúñiga,

anterior a las reformas de 2025, el artículo 128

de la Ley de Amparo enumeraba dos requisitos

para la suspensión a petición de parte, que la solici‐

tara el quejoso y que no se siguiera perjuicio al

interés social ni se contravinieran disposiciones de

orden público. 33

La ponderación de la apariencia del buen derecho

descansaba, entonces, en el artículo 107, fracción X,

constitucional, en el artículo 138 de la ley y en la ju‐

risprudencia.

El decreto publicado el 16 de octubre de 2025, en

vigor al día siguiente, adicionó al artículo 128 un

párrafo segundo con cuatro fracciones, conforme al

cual el órgano jurisdiccional, cuando la naturaleza del

acto lo permita, “deberá realizar de forma expresa y

justificada un análisis ponderado de la apariencia del

buen derecho y del interés social, a fin de verificar

que concurran los requisitos siguientes”. 34

La fracción I exige “Que exista el acto reclamado, se

tenga certeza de su inminente realización u opere una

presunción razonable sobre su existencia”, y la III, que

al ponderar los efectos de la medida frente al interés

social y el orden público se advierta que “su concesión

no causa un daño significativo a la colectividad, ni

priva a la sociedad de beneficios que ordinariamente

le corresponden”. 35

Ambas fracciones reformulan presupuestos que ya

existían, mientras que las fracciones II y IV añaden

cargas nuevas en sentido estricto, pues la primera

dispone que “Deberá acreditarse, aunque sea de

manera indiciaria, el interés suspensional de la

persona promovente, entendido como la existencia de

un principio de agravio derivado del acto reclamado,

que permita inferir que su ejecución afectará a la

persona quejosa”.
36

La fracción IV exige, por su parte, “Que, del análisis

preliminar de los argumentos y elementos aportados,

se desprenda la apariencia del buen derecho, sin que

ello implique prejuzgar sobre el fondo del asunto”.
37

La redacción no deja duda sobre quién soporta esas

cargas, porque la fracción II emplea el verbo acreditar

referido a la persona promovente y la IV hace depen‐

der la apariencia del buen derecho de los argumentos

y elementos aportados; en términos de la distinción

de 2015, son requisitos que debe satisfacer quien pide

la suspensión, no meras condiciones del análisis judi‐

cial.

Olmedo Piña describe la apariencia del buen

derecho como el examen provisional con el que el juz‐

gador califica si el solicitante tiene un derecho que

pueda o deba preservarse durante el juicio, examen

que con frecuencia se identifica con el fondo y al que,

dice, también podría llamarse interés suspensional.
38

La reforma separó ambas nociones en fracciones

distintas y exige que concurran, de manera que hoy

no basta el principio de agravio si del material apor‐

IVIVIV
La reforma de 16 de octubre de 2025 a la Ley de
Amparo
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tado no se desprende, además, la apariencia del

derecho.

El artículo 138, reformado por el mismo decreto,

traslada esa exigencia a la suspensión provisional,

pues ordena que el órgano jurisdiccional “deberá ana‐

lizar los elementos que obren en autos para determi‐

nar si se actualizan los requisitos previstos en el artí‐

culo 128 de esta Ley, atendiendo a la naturaleza provi‐

sional e inmediata de la medida cautelar”, y sólo con‐

cluida esa valoración dicte el auto que conceda o

niegue la medida. 39

No sobra advertir que el artículo 139, en su texto

vigente, contiene la expresión que, según aquella

línea de colegiados, distinguía a la ley contenciosa,

pues autoriza a ordenar con la sola presentación de la

demanda que las cosas se mantengan en el estado que

guarden “si hubiere peligro inminente de que se

ejecute el acto reclamado con perjuicios de difícil re‐

paración para la persona quejosa”. 40

La difícil reparación sigue, pues, en el texto de la

Ley de Amparo, aunque la jurisprudencia de 2020

haya resuelto que no es requisito para otorgar la sus‐

pensión cuando se aduce interés jurídico.

2. NUEVOS LÍMITES MATERIALES Y UNA GARANTÍA MÁS
ESTRICTA

El mismo decreto adicionó las fracciones XIV a XVII

del artículo 129, que consideran afectado el interés

social cuando la suspensión permita actos u operacio‐

nes que favorezcan operaciones con recursos de pro‐

cedencia ilícita, impida que la autoridad obtenga o di‐

semine información financiera para prevenirlas,

permita continuar actividades o servicios que requie‐

ren permiso, autorización o concesión federal sin

contar con ellos, u obstaculice las facultades del

Estado en materia de deuda pública. 41

La fracción XIV contiene además reglas que limitan

la medida y agravan la carga del quejoso, porque

dispone que “Tratándose del supuesto previsto en esta

fracción, en ningún caso procederá la suspensión pro‐

visional” y que “La suspensión definitiva únicamente

podrá ser concedida para la disposición de recursos

contenidos en cuentas cuya licitud quede acreditada a

juicio del órgano jurisdiccional”. 42

En materia fiscal, el decreto adicionó al artículo 135

un párrafo para los créditos determinados en resolu‐

ciones liquidatorias que fueron impugnadas y queda‐

ron firmes, y para los actos que resuelven solicitudes

de prescripción de esos créditos, en los que la suspen‐

sión es discrecional.

En esos supuestos la medida sólo surte efectos si la

garantía se constituye “mediante billete de depósito

emitido por institución autorizada o carta de crédito

emitida por alguna de las instituciones autorizadas

por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores”, lo

que excluye las demás formas de garantía que

admiten las leyes fiscales. 43

3. LAS REFORMAS DE MARZO DE 2025 QUE TAMBIÉN PESAN

Aunque no es objeto central de este trabajo, la

reforma publicada el 13 de marzo de 2025 dio su re‐

dacción vigente a dos textos que intervienen en la

comparación de alcances.

El primero es el artículo 147, conforme al cual el

órgano jurisdiccional, “de ser jurídica y material‐

mente posible, restablecerá provisionalmente a la

persona quejosa en el goce del derecho violado mien‐

tras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de

amparo”.
44

El segundo es el último párrafo del artículo 131,

según el cual “En ningún caso, el otorgamiento de la

medida cautelar podrá tener por efecto modificar o

restringir derechos ni constituir aquéllos que no haya

tenido la persona quejosa antes de la presentación de

la demanda”.
45

4. APLICACIÓN EN EL TIEMPO

El artículo tercero transitorio del decreto de octubre

de 2025 dispone que “las etapas procesales concluidas

que generen derechos adquiridos a las partes se

regirán por las disposiciones legales vigentes al inicio

de los procesos respectivos”, y que las actuaciones

posteriores a su entrada en vigor se rigen por el

decreto.
46

De ahí que, desde el 17 de octubre de 2025, toda re‐

solución sobre la suspensión en amparo deba verificar

la concurrencia de los cuatro requisitos del artículo

128.
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E
1. LA DEROGACIÓN DEL INCISO B) Y LOS NUEVOS SUPUESTOS
DE INTERÉS SOCIAL

l decreto publicado el 9 de junio de 2026

reformó, adicionó y derogó numerosas disposi‐

ciones de la ley contenciosa y, en el precepto

que aquí interesa, dispuso expresamente que “se

deroga el inciso b), fracción I del artículo 28”, además

de adicionar a esa fracción un párrafo con dos nume‐

rales, de modo que su texto vigente es el siguiente: 47

I. Se concederá siempre que:

a) No se afecte el interés social, ni se contravengan dis‐

posiciones de orden público, y

b) Se deroga.

Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjui‐

cios al interés social o se contravienen disposiciones de

orden público, cuando, de concederse la suspensión:

1. Se continúe con la realización de actividades o pres‐

tación de servicios que requieran de permiso, autoriza‐

ción o concesión emitida por autoridad federal compe‐

tente, cuando no se cuente con la misma.

2. Se permita la consumación o continuación de con‐

ductas que constituyan infracción o delito previstos en

términos de las disposiciones de la ley de la materia de

la cual derive la resolución impugnada en el juicio. 48

El inciso derogado era el que condicionaba la sus‐

pensión a que fueran de difícil reparación los daños o

perjuicios que la ejecución causara a quien la solici‐

taba, es decir, el único apoyo textual de la línea juris‐

prudencial que eximía de agotar el juicio de nulidad a

quien aduce interés jurídico.

Ninguna otra disposición de la ley contenciosa

exige esa condición para conceder la suspensión, de

modo que la derogación no fue un cambio de ubica‐

ción, sino la supresión del requisito.

El numeral 1 reproduce literalmente la fracción XVI

del artículo 129 de la Ley de Amparo, y el numeral 2

retoma la idea de la fracción III de ese artículo, que se

refiere a la consumación o continuación de delitos,

aunque la amplía a las conductas constitutivas de in‐

fracción conforme a la ley de la materia. 49

Los dos catálogos son enunciativos, como indica en

ambas leyes la fórmula “entre otros casos”, de manera

que ninguno agota los supuestos en que puede

negarse la medida por afectar el interés social o el

orden público.
50

VVV
La reforma de 9 de junio de 2026 a la Ley
Federal de Procedimiento Contencioso
Administrativo
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2. LO QUE LA REFORMA NO TOCÓ EN LA SUSTANCIA

El resto del artículo 28 conserva la estructura que la

Segunda Sala comparó en 2013 y 2016, pues la sus‐

pensión de créditos fiscales surte efectos si se consti‐

tuye la garantía del interés fiscal “por cualquiera de

los medios permitidos por las leyes fiscales aplica‐

bles”, con posibilidad de reducir su monto cuando el

crédito excede la capacidad económica del solicitante

o se trata de un tercero.
51

Asimismo, la suspensión que pueda dañar a terce‐

ros exige garantía bastante, y en los demás casos la

medida se concede fijando la situación en que habrán

de quedar las cosas y las medidas para preservar la

materia del juicio. 52

En el procedimiento, la solicitud puede formularse

en la demanda o en escrito posterior mientras no se

dicte sentencia definitiva, se tramita por cuerda sepa‐

rada, la instructora o el instructor debe proveer sobre

la provisional “dentro de las veinticuatro horas si‐

guientes a la presentación de la solicitud”, y la defini‐

tiva se resuelve dentro de los cinco días siguientes al

vencimiento de las cuarenta y ocho horas que tiene la

autoridad para rendir su informe.
53

El artículo 24 conserva, a su vez, la regla de que “La

suspensión de la ejecución del acto impugnado se tra‐

mitará y resolverá exclusivamente de conformidad

con el procedimiento previsto en el artículo 28 de esta

Ley”. 54

El mismo precepto faculta a decretar, además de la

suspensión, “todas las medidas cautelares positivas

necesarias para evitar que el litigio quede sin materia

o se cause un daño irreparable a la persona actora”. 55

3. VIGENCIA INMEDIATA

El artículo primero transitorio dispuso que el decreto

entrara en vigor el día siguiente al de su publicación,

esto es, el 10 de junio de 2026, y el tercero difirió dos‐

cientos cuarenta días naturales sólo las disposiciones

sobre plazos máximos de los artículos que enumera,

entre los cuales no figura el 28. 56

Por tanto, la derogación del inciso b) y los términos

de la suspensión rigen desde el 10 de junio de 2026,

sin periodo de transición.

4. EL PELIGRO EN LA DEMORA SIN REQUISITO AUTÓNOMO

La derogación no priva a la suspensión de su lógica

cautelar, porque en la doctrina el peligro en la demora

es el presupuesto básico y central de toda medida de

esa clase y supone un daño real, concreto y de difícil o

imposible reparación.
57

Lo que desaparece es la exigencia expresa y autó‐

noma de acreditarlo como condición para otorgar la

medida, que era justamente lo que distinguía a la ley

contenciosa de la Ley de Amparo en el razonamiento

de los colegiados.

Olmedo Piña vincula, en el mismo sentido, el

peligro en la demora con el derecho de acceso a la

tutela judicial efectiva, pues el retraso del proceso, a

veces inevitable, obliga a preservar los bienes y dere‐

chos en litigio hasta donde sea posible.
58

Su valoración subsiste, por ello, como razón de la

medida en ambos procesos, aunque ninguno de los

dos la erija hoy en requisito autónomo cuando se

aduce interés jurídico.

“Ninguna otra disposición de la ley contenciosa exige esa
condición para conceder la suspensión, de modo que la

derogación no fue un cambio de ubicación, sino la supresión del
requisito.

E L  C I E R R E  D E  U N A  E X C E P C I Ó N 12



C
1. REQUISITOS: LA LEY CONTENCIOSA EXIGE MENOS

on los textos vigentes, la ley contenciosa con‐

diciona la suspensión definitiva a que la

persona actora la solicite, a que no se afecte el

interés social ni se contravengan disposiciones de

orden público y, según el caso, a la garantía del

interés fiscal o a la garantía por los daños que la

medida pueda causar a terceros. 59

No exige, en cambio, acreditar el interés suspensio‐

nal ni la apariencia del buen derecho, ni pide ya de‐

mostrar que los daños sean de difícil reparación.

La Ley de Amparo, por su parte, exige la solicitud,

la existencia del acto, la acreditación al menos indi‐

ciaria del interés suspensional, la ausencia de daño

significativo a la colectividad y la apariencia del buen

derecho, todos de manera concurrente. 60

A ello se suman la garantía frente a terceros del ar‐

tículo 132, la garantía fiscal del artículo 135, más

rígida para créditos firmes y para los actos que re‐

suelven sobre su prescripción, y la acreditación de la

licitud de los recursos en el supuesto de la fracción

XIV del artículo 129. 61

Puestos uno junto al otro, cada requisito de la ley

contenciosa tiene su equivalente en la Ley de Amparo,

mientras que dos de los requisitos de ésta, el interés

suspensional y la apariencia del buen derecho,

carecen de equivalente en aquélla.

La existencia del acto, que la Ley de Amparo

enuncia en la fracción I del artículo 128, es en el juicio

de nulidad un presupuesto de la demanda misma,

pues sin resolución impugnada no hay juicio en el que

pedir la medida.

Podría objetarse que el Tribunal Federal de Justicia

Administrativa también examina en la práctica la apa‐

riencia del buen derecho, pero el parámetro constitu‐

cional compara lo que cada ley exige, y el artículo 24

de la ley contenciosa dispone que la suspensión se

tramita y resuelve exclusivamente conforme al artí‐

culo 28, lo que impide trasladarle las exigencias que

el artículo 24 Bis establece para las demás medidas

cautelares, como acreditar la necesidad de la

medida.
62

La premisa que sostuvo la jurisprudencia regional

de 2024 queda así invertida, porque si antes podía

afirmarse que la ley contenciosa pedía un requisito

que la Ley de Amparo no pedía, hoy ocurre exacta‐

mente lo contrario, y la ley que exige más para sus‐

pender es la de amparo.

VIVIVI
El nuevo contraste de alcances, requisitos y
plazos
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C U A D R O  1

La suspensión en el amparo indirecto y en el juicio contencioso administrativo federal, en los
textos vigentes al 14 de septiembre de 2026

FACTOR LEY DE AMPARO
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO

Solicitud Artículo 128, párrafo primero Artículo 28, párrafo primero, y fracción III, inciso a)

Existencia del acto Requisito expreso (artículo 128, fracción I) Presupuesto de la demanda

Interés suspensional Debe acreditarse, al menos de manera indiciaria (artí‐
culo 128, fracción II)

No se exige

Apariencia del buen
derecho

Requisito concurrente, con análisis expreso y justifi‐
cado (artículo 128, fracción IV)

No se exige

Interés social y orden
público

Sin daño significativo a la colectividad (artículo 128,

fracción III); catálogo enunciativo del artículo 129, con
las fracciones XIV a XVII adicionadas en 2025

Sin afectación (artículo 28, fracción I, inciso a); dos
supuestos enunciativos adicionados en 2026

Difícil reparación del
daño

No es requisito con interés jurídico (P./J. 19/2020);

daño inminente e irreparable con interés legítimo (ar‐
tículo 131); la expresión subsiste en el artículo 139

Derogada (artículo 28, fracción I, inciso b, DOF 09-06-

2026)

Garantía frente a
terceros

Artículo 132 Artículo 28, fracción II, inciso b)

Garantía del interés
fiscal

Suspensión discrecional; reducción o dispensa en tres
supuestos; billete de depósito o carta de crédito para

créditos firmes y prescripción (artículo 135)

Se concede con garantía por cualquier medio de las
leyes fiscales; reducción en dos supuestos (artículo 28,

fracción II, inciso a)

Alcances Conservar la materia y restablecer provisionalmente
en el goce del derecho (artículo 147); sin efectos cons‐

titutivos (artículo 131)

Preservar la materia hasta sentencia firme (artículo
28, fracción II, inciso c); medidas cautelares positivas

(artículos 24 y 26)

Plazo para la
provisional

Veinticuatro horas (artículo 112, conforme a la tesis
2a./J. 19/2015)

Veinticuatro horas (artículo 28, fracción III, inciso c)

2. ALCANCES: LA EQUIVALENCIA DE 2016 SUBSISTE

La comparación de alcances que hizo la Segunda Sala

en 2016 descansaba en dos textos que siguen vigentes

en lo sustancial, el primero de los cuales es la facultad

de restablecer provisionalmente al quejoso en el goce

del derecho violado, que el artículo 147 de la Ley de

Amparo formula hoy como mandato. 63

El segundo es la regla de la ley contenciosa según la

cual la medida “se concederá determinando la situa‐

ción en que habrán de quedar las cosas, así como las

medidas pertinentes para preservar la materia del

juicio principal, hasta que se pronuncie sentencia

firme”. 64

El argumento de la tutela anticipada no altera esa

conclusión, porque el efecto que la jurisprudencia de

2020 describió con ese nombre es el mismo restable‐

cimiento provisional que la tesis de 2016 ya había

comparado y estimado equivalente.

Además, la ley contenciosa autoriza medidas caute‐

lares positivas para evitar que el litigio quede sin

materia, mientras que el artículo 131 de la Ley de

Amparo prohíbe que la suspensión constituya dere‐

chos que el quejoso no tenía antes de la demanda. 65

Olmedo Piña explica que la suspensión con efectos

restitutorios devuelve provisionalmente al solicitante

el derecho afectado, lo que en principio corresponde‐

ría a la sentencia de fondo, y que por ello cobra espe‐

“…hoy ocurre exactamente lo contrario, y la ley que exige más
para suspender es la de amparo.

E L  C I E R R E  D E  U N A  E X C E P C I Ó N 14



cial relevancia la apariencia del buen derecho, para

que la medida no se convierta en una forma disfra‐

zada de constituir el derecho debatido. 66

Ambas leyes admiten ese efecto con límites seme‐

jantes, de modo que la diferencia de redacción no se

traduce en una diferencia de alcances.

Las fracciones XIV a XVII del artículo 129, por otra

parte, restringen la suspensión en amparo en mate‐

rias en las que la ley contenciosa sólo reproduce, de

manera expresa, el supuesto de las actividades sin

permiso federal; en esos ámbitos el medio ordinario

no resulta más restrictivo que el amparo, sino, en

todo caso, menos.

3. PLAZOS: LA EQUIVALENCIA SE VOLVIÓ LITERAL

La Segunda Sala consideró equivalente, en 2015, el

plazo del día hábil siguiente que entonces fijaba la ley

contenciosa para proveer sobre la suspensión provi‐

sional, y el texto vigente ha eliminado incluso esa di‐

ferencia, pues ordena proveer “dentro de las veinti‐

cuatro horas siguientes a la presentación de la solici‐

tud”. 67

Es el mismo lapso con el que la Segunda Sala identi‐

ficó el plazo del amparo, a partir del que el artículo

112 de la Ley de Amparo concede para resolver sobre

la demanda. 68

La coincidencia se extiende a la suspensión defini‐

tiva, aunque la Constitución no la exija para ese

momento, pues en ambos procesos la autoridad

cuenta con cuarenta y ocho horas para informar y la

decisión se adopta en un plazo de cinco días, que en el

juicio de nulidad corre desde el vencimiento del

término para el informe y en el amparo es el lapso

dentro del cual debe celebrarse la audiencia inciden‐

tal.
69

4. LA GARANTÍA DEL INTERÉS FISCAL

La garantía fiscal es el único terreno en que la compa‐

ración arroja diferencias en ambos sentidos, porque la

Ley de Amparo faculta a reducir el monto de la garan‐

tía o a dispensarla cuando el embargo firme es sufi‐

ciente, cuando el crédito excede la capacidad econó‐

mica del quejoso o cuando se trata de un tercero,

mientras que la ley contenciosa sólo permite reducirla

en los dos últimos supuestos. 70

En sentido inverso, la Ley de Amparo hace discre‐

cional la suspensión y, desde octubre de 2025, limita a

billete de depósito o carta de crédito la garantía de

créditos firmes y de actos que resuelven sobre su

prescripción.
71

La diferencia favorable al amparo no es nueva, pues

según las notas de reforma de ambos textos, el

párrafo que autoriza la dispensa y las fracciones I y III

del artículo 135 no han sido modificados desde 2013, y

los dos numerales del inciso a) de la fracción II del ar‐

tículo 28 sólo registran la reforma de junio de 2026,

que los reformó sin adicionar otro.

Existía, por tanto, cuando la Segunda Sala afirmó

en 2016 que los requisitos eran esencialmente iguales

y cuando lo reiteró en 2024; las reformas examinadas

no la crean ni la agravan y, en cambio, sí añaden una

exigencia de garantía más estricta en la Ley de

Amparo.

I N F O G R A F Í A

El contraste tras las dos reformas

A L CA N C E S

Esencialmente iguales
Restablecimiento provisional (art. 147
LA) y preservación de la materia del

juicio (art. 28, fr. II, inciso c, LFPCA)

R E Q U I S I T O S

La ley contenciosa
exige menos

Sin interés suspensional ni apariencia
del buen derecho, y ya sin difícil

reparación

P L A Z O S

Iguales
Veinticuatro horas para proveer sobre la

suspensión provisional

Se satisfacen las tres condiciones del artículo 107, fracción IV, constitucional: el juicio contencioso
administrativo federal debe agotarse antes del amparo indirecto, salvo las excepciones que subsisten.

E L  C I E R R E  D E  U N A  E X C E P C I Ó N 15



L

5. RESULTADO DE LA COMPARACIÓN

Con los textos vigentes, la ley contenciosa permite

suspender la ejecución de la resolución impugnada

con alcances esencialmente iguales a los del amparo,

sin exigir mayores requisitos que los que la Ley de

Amparo consigna para la suspensión definitiva y en

un plazo igual al que ésta prevé para la provisional.

Se satisfacen, por tanto, las tres condiciones del ar‐

tículo 107, fracción IV, constitucional y del artículo 61,

fracción XX, de la Ley de Amparo, y el juicio conten‐

cioso administrativo federal debe agotarse antes de

acudir al amparo indirecto.

1. LA JURISPRUDENCIA QUE INTERPRETÓ TEXTOS
REFORMADOS

a primera objeción es que la tesis 2a./J.

27/2016 (10a.) interpretó un artículo 128 de la

Ley de Amparo y un artículo 28 de la ley con‐

tenciosa que ya no existen en esos términos, y que,

por ello, no puede invocarse como jurisprudencia obli‐

gatoria para resolver con los textos de 2025 y 2026.

La objeción tiene respaldo doctrinal, pues se ha ex‐

plicado que la jurisprudencia es obligatoria única‐

mente cuando la norma que interpreta es aplicable al

caso concreto, y que su aplicación está estrechamente

ligada a la de esa norma. 72

En el mismo sentido, López Bello reproduce un cri‐

terio según el cual la jurisprudencia, en tanto inter‐

pretación de la ley, es válida mientras esté vigente la

norma que interpreta. 73

Sin embargo, la objeción corta en ambos sentidos,

porque si la tesis de 2016 dejó de ser aplicable en su

parte comparativa, también perdió su objeto la juris‐

prudencia regional que la contradecía, cuya premisa,

que la ley contenciosa exige la difícil reparación, ya

no se corresponde con el texto legal.

Tampoco altera el resultado, pues la comparación

hecha en el apartado anterior no se apoya en la auto‐

ridad de ninguna de las dos tesis, sino en los textos

vigentes.

Lo que sí conserva plena aplicación es el método de

la tesis 2a./J. 19/2015 (10a.), que interpretó el artí‐

culo 107, fracción IV, constitucional, sin cambios

desde 2011, y el artículo 61, fracción XX, de la Ley de

Amparo, cuyo párrafo primero conserva los tres tér‐

minos de comparación.
74

Ese método, que separa alcances, requisitos y

plazos y reserva el concepto de requisito a las cargas

del solicitante, es el que conduce a la conclusión de

este trabajo.

La conclusión se refiere, por lo demás, a los

amparos promovidos a partir del 10 de junio de 2026,

y para los promovidos antes cabe sostener que la com‐

paración debe hacerse con los textos entonces vigen‐

tes.

Así lo sugieren el artículo 217 de la Ley de Amparo,

que prohíbe dar a la jurisprudencia efecto retroactivo

en perjuicio de persona alguna, y el tercero transito‐

rio del decreto de octubre de 2025, que preserva las

etapas procesales concluidas, aunque la articulación

VIIVIIVII
Objeciones y límites
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de esas reglas con la causa de improcedencia no ha

sido definida por la jurisprudencia y excede este aná‐

lisis. 75

No sobra advertir que, entre el 17 de octubre de

2025 y el 9 de junio de 2026, cada ley exigía para la

suspensión un requisito que la otra no contemplaba,

pues la de amparo ya pedía el interés suspensional y

la apariencia del buen derecho y la contenciosa aún

pedía la difícil reparación.

En ese periodo la comparación era genuinamente

dudosa, y la jurisprudencia de la Corte ofrecía el

único criterio de observancia obligatoria general.

2. EL INTERÉS LEGÍTIMO

Cuando la persona quejosa invoca sólo interés legí‐

timo, la primera pregunta no es la de la suspensión,

sino si el juicio de nulidad procede, porque el artículo

8o., fracción I, de la ley contenciosa lo declara impro‐

cedente contra actos “Que no afecten los intereses ju‐

rídicos de la persona demandante, salvo en los casos

de legitimación expresamente reconocida por las leyes

que rigen al acto impugnado”. 76

Si el juicio no procede, no hay medio ordinario que

agotar, pues la fracción XX del artículo 61 de la Ley de

Amparo presupone que proceda contra el acto algún

juicio, recurso o medio de defensa legal. 77

Si el juicio sí procede por existir legitimación

expresa, la comparación favorece aún más el deber de

agotarlo, porque el artículo 131 de la Ley de Amparo

condiciona la suspensión a que se acredite “el daño

inminente e irreparable a su pretensión en caso de

que se niegue”, y la ley contenciosa federal ya no

exige nada semejante.
78

Si el Pleno Regional Centro-Norte estimó en 2024

que la difícil reparación prevista en leyes locales no

era mayor que esa exigencia, con mayor razón no lo es

su ausencia.
79

3. LAS EXCEPCIONES QUE SUBSISTEN

Las reformas no tocaron las excepciones del segundo

párrafo de la fracción XX, que siguen permitiendo

acudir directamente al amparo cuando el acto carece

de fundamentación, cuando sólo se alegan violaciones

directas a la Constitución o cuando el medio de

defensa sólo está previsto en un reglamento, hipótesis

esta última que no se presenta respecto del juicio con‐

tencioso, regulado en una ley. 80

Carranco Zúñiga precisa que la primera excepción

comprende la ausencia total de fundamentación, que

plantea un problema de constitucionalidad, y no la

fundamentación indebida o deficiente, que es cuestión

de legalidad y exige agotar los medios ordinarios.
81

Respecto de la segunda, el mismo autor explica que

el juzgador debe examinar el contenido de los concep‐

tos de violación con independencia del contenido del

acto, y entiende por violación directa la inobservancia

de un principio constitucional sin mediación de pre‐

ceptos secundarios, como la falta de motivación, la in‐

competencia o la violación de la garantía de audien‐

cia.
82

El adverbio sólo tiene, en consecuencia, un peso de‐

cisivo en la redacción de la demanda, pues basta que

junto a las violaciones directas se planteen violacio‐

nes de legalidad para que la excepción deje de operar.

Quien pretenda acudir directamente al amparo

después de junio de 2026 deberá construir su

demanda exclusivamente con planteamientos de esa

naturaleza y reservar los de legalidad para el juicio de

nulidad.

4. DOS FLANCOS ABIERTOS

El primero es el numeral 2 de la fracción I del artículo

28 de la ley contenciosa, que niega la suspensión

cuando permitiría consumar o continuar conductas

constitutivas de infracción conforme a la ley de la

materia, mientras que la fracción III del artículo 129

de la Ley de Amparo se refiere sólo a delitos o a sus

efectos.

Esa diferencia no altera la comparación general,

porque ambos catálogos son enunciativos y en los dos

el requisito es el mismo, que la medida no afecte el

interés social ni contravenga el orden público.

“…basta que junto a las violaciones directas se planteen
violaciones de legalidad para que la excepción deje de operar.
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Con todo, en los asuntos en que la resolución im‐

pugnada sanciona una infracción de efectos continuos

puede sostener el argumento de que la ley contenciosa

exige, en ese supuesto concreto, más que la de

amparo, cuestión que corresponderá resolver a los tri‐

bunales y que conviene no dar por cerrada.

El segundo flanco está en la propia fracción III del

artículo 128 de la Ley de Amparo, que niega la suspen‐

sión sólo cuando su concesión cause “un daño signifi‐

cativo a la colectividad”, mientras que la ley conten‐

ciosa la niega cuando se afecte el interés social, sin

calificar la intensidad de esa afectación.
83

La diferencia pesa menos de lo que parece, porque

el artículo 129 de la Ley de Amparo y el artículo 28 de

la ley contenciosa definen los supuestos con la misma

fórmula, conforme a la cual “Se considerará, entre

otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o

se contravienen disposiciones de orden público”, y en

ambas leyes se trata de una apreciación que corres‐

ponde al órgano jurisdiccional.
84

Con todo, quien sostenga que el umbral del daño

significativo hace más benigna la suspensión en

amparo tendrá ahí un argumento textual, y la juris‐

prudencia deberá precisar si esa calificación añadida

en 2025 altera la equivalencia que la Segunda Sala

afirmó cuando ambas leyes empleaban fórmulas equi‐

valentes.

5. CONSECUENCIAS PRÁCTICAS

La consecuencia más importante del deber de agotar

el juicio de nulidad, advierte Carranco Zúñiga, es que

cambia la vía de impugnación constitucional, pues

contra la sentencia del tribunal administrativo, que

resuelve una cuestión equiparable a una sentencia de‐

finitiva, ya no procede el amparo indirecto, sino el

amparo directo ante un tribunal colegiado de cir‐

cuito. 85

La otra consecuencia es de oportunidad, porque la

demanda de nulidad debe presentarse dentro de los

treinta días siguientes a aquel en que surta efectos la

notificación de la resolución impugnada y la de

amparo dentro de quince días.
86

Quien opte por el amparo sin satisfacer una excep‐

ción corre, por ello, el riesgo de que el desechamiento

o el sobreseimiento lleguen cuando el plazo para pro‐

mover la nulidad ya transcurrió.
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PRIMERA El deber de agotar el juicio contencioso

administrativo federal antes del amparo

no deriva de una jerarquía entre vías, sino

de la comparación de alcances, requisitos

y plazos que ordenan el artículo 107, frac‐

ción IV, constitucional y el artículo 61,

fracción XX, de la Ley de Amparo, y por

eso cambia cada vez que el legislador mo‐

difica cualquiera de los dos regímenes

cautelares.

SEGUNDA Entre 2020 y 2026 la excepción al princi‐

pio de definitividad que sostuvieron

varios tribunales colegiados y el Pleno Re‐

gional Centro-Norte descansó en un solo

apoyo textual, el inciso b) de la fracción I

del artículo 28 de la ley contenciosa,

mientras la Suprema Corte mantuvo, por

la vía de la jerarquía jurisprudencial, la

obligatoriedad de la tesis 2a./J. 27/2016

(10a.).

T ERCERA La reforma de 16 de octubre de 2025 con‐

virtió la ponderación en requisitos concu‐

rrentes y añadió dos cargas a quien pide

la suspensión en amparo, acreditar al

menos indiciariamente el interés suspen‐

sional y aportar elementos de los que se

desprenda la apariencia del buen derecho,

además de nuevos límites materiales y

una garantía fiscal más estricta en ciertos

supuestos.

CUARTA La reforma de 9 de junio de 2026 derogó

la difícil reparación como requisito de la

suspensión en el juicio de nulidad, con vi‐

gencia desde el 10 de junio de 2026, y

eliminó con ello la premisa de la jurispru‐

dencia regional de 2024.

QUIN TA Con los textos vigentes, la ley contenciosa

no exige mayores requisitos que la Ley de

Amparo para la suspensión definitiva,

ofrece alcances esencialmente iguales y

prevé el mismo plazo de veinticuatro

horas para la provisional, por lo que el

amparo indirecto contra resoluciones im‐

pugnables ante el Tribunal Federal de Jus‐

ticia Administrativa es improcedente si

antes no se agota el juicio de nulidad.

SEX TA Esta conclusión se obtiene de los textos

vigentes y del método de la tesis 2a./J.

19/2015 (10a.), con independencia de que

se discuta la obligatoriedad de la jurispru‐

dencia que interpretó los textos anterio‐

res.

VIIIVIIIVIII
Conclusiones
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SÉP T IMA La conclusión deja a salvo las excepciones

por falta de fundamentación y por viola‐

ciones exclusivamente directas a la Cons‐

titución, la improcedencia del juicio de

nulidad cuando sólo se aduce interés legí‐

timo sin legitimación expresa, así como

los dos flancos que abren el numeral 2 de

la fracción I del artículo 28, respecto de

las infracciones de efectos continuos, y el

umbral del daño significativo que la frac‐

ción III del artículo 128 de la Ley de

Amparo introdujo en 2025.
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que exige más para suspender es la de amparo.
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Doctor en Derecho. Juez de Distrito adscrito al Sexto Tribunal Laboral Federal de Asuntos

Individuales en Xalapa, Veracruz.
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